Resolución Nº 665/10

Expte. nº 3001-99-2009

///PLATA,
17
 de marzo  

de 2010.-

 

VISTO: La presentación formalizada por el Defensor ante el Tribunal de Casación Penal, doctor  Mario Luis Coriolano, por la que solicita al Tribunal el dictado de una norma práctica interpretativa del artículo 92, últ. párr., del Código Procesal Penal que reza: “si el expediente pasare de un departamento del interior al Tribunal de Casación o a la Suprema Corte, el imputado será defendido por el Defensor del Tribunal de Casación, mientras el defensor particular no fije domicilio” y,  


 

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que, tal como surge de lo manifestado en la presentación glosada a fs. 1/3 vta,  el doctor Coriolano funda su pedido en la necesidad de reforzar el derecho del imputado a elegir letrado de confianza  y la garantía de defensa en juicio, destacando que con la adopción de la medida que solicita se evitarían nulidades, citando a modo de ejemplo lo sucedido en el trámite de las causas P. 90.185 y P. 82.903.

 

En pos de lo expuesto, propone el dictado de una norma del siguiente tenor, por la que se disponga "La obligación del juez y/o tribunal de la instancia departamental, de notificar a las partes y a los Tribunales Superiores actuantes (Tribunal de Casación Penal/Suprema Corte de Justicia) cualquier modificación operada  en la causa respecto a la intervención de la defensa técnica  del imputado, evitándose así, que la Defensa Oficial siga interviniendo en causas  donde el imputado ha optado por contar con un defensor de confianza. En caso de que el imputado sea asistido por defensa particular al momento de la interposición de los recursos ante el Tribunal de Casación o la Suprema Corte Provincial, y conforme el art. 92 del CPP se de intervención a la Defensa Oficial, se deberá notificar al Tribunal o Juzgado de mérito, a los efectos de realizar también la sustitución."


 
Que al respecto se ha pedido opinión a la  Procuración General, la que se ha expedido a fs. 5/7 y  a la Secretaría Penal del Tribunal, la que ha informado a fs.  9/11.




II. Que, tal como surge de lo informado por la Secretaría Penal, el texto de la norma legal que nos ocupa no ofrece mayores dificultades interpretativas, sin embargo en la práctica se observan algunos déficits instrumentales que inciden en la tarea de la Defensa Oficial, los cuales pueden sintetizarse en dos cuestiones, primero, la falta de comunicación de la designación de letrado de  confianza producida ante las instancias de mérito, cuando se ha deducido recurso extraordinario y éste se encuentra en trámite y,  en segundo lugar, la falta de intimación a la defensa en confianza en las instancias de mérito acerca de que debe fijar domicilio ante el radio del Tribunal de Casación Penal o esta Suprema Corte, según corresponda, como paso previo a la remisión del expediente.

 


 i) Que respecto de la primera de las cuestiones antes apuntadas, vinculada con la primera propuesta efectuada por el doctor Coriolano, si bien cada modificación -designación, sustitución o revocación- que se opere respecto a la defensa técnica del imputado producto de la presentación elevada al efecto por éste o por su letrado particular, debe ser atendida por los judicantes de las instancias de mérito, proveyendo  lo que en derecho corresponda y efectuando las notificaciones de rigor en pos de asegurar la defensa técnica del sometido a proceso (arts. 18 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, 10 y 15 de la  Constitución Provincial), se observa en la práctica que, en cuantiosas oportunidades, no se realiza la notificación de rigor cuando la causa se encuentra en etapas revisoras y la mentada modificación no se desprende de las constancias documentales que obran en poder del órgano revisor. Va de suyo entonces que, esa omisión de comunicar el proveído a éste último a fin de sustituir al allí actuante, puede  generar al imputado una situación de indefensión, que se impone evitar, en pos de garantizar su derecho de defensa en juicio.



 
Por lo expuesto,  resulta pertinente el dictado de una norma práctica como la propuesta por el peticionario en la primera parte del texto antes transcripto, por la que se tienda a homogeneizar el trámite impuesto en este aspecto. 



ii) Por su parte, en torno a la segunda de las propuestas efectuadas por el señor Defensor Oficial, vinculada al establecimiento de un mecanismo de sustitución cuando, merced a lo previsto por el art. 92 del ritual,  se de intervención a la Defensa Oficial y teniendo en cuenta lo apuntado por la Secretaría Penal respecto a la falta de intimación a la defensa de confianza a fin de constituir domicilio,  las cuestiones apuntadas han de encontrar respuesta en el mismo texto legal involucrado. 

 


En efecto, tal como surge del Título IV, Capítulo VIII  del código ritual, la intervención de la  Defensa Oficial se produce en supuestos donde el imputado carece de abogado de confianza, ora por no haberlo designado, ora por la renuncia o fallecimiento de éste o -tal como lo prevé el art. 92 del CPP- por no haber constituido domicilio, supuesto éste último donde el mismo plexo aclara que su participación estará condicionada a la efectiva constitución del mismo. 

  


Que una interpretación armónica e integral del código ritual, permite afirmar sin ambages que la unidad de la defensa es la regla. Así las cosas, más allá de la limitación temporal con que se plantea la intervención de la Defensa Oficial en el mentado art. 92, resulta contrario a los intereses del imputado que ésta situación se perpetue e incluso se consolide, generando que el Defensor del Tribunal de Casación Penal actúe en toda la instancia recursiva, cuando aún el letrado de confianza sigue  designado en las instancias de mérito, con lo cual la defensa técnica del imputado estaría simultáneamente a cargo de dos o más defensores, con distinto domicilio y sin la mínima comunicación entre ellos, con las consecuencias disvaliosas que ello podría aparejar a la luz de lo preceptuado por los artículos 90, 2do. párrafo, 432, 485 del C.P.P., entre otros. 

 


Que con el objeto de evitar situaciones como la descripta, que pondrían inexorablemente al imputado en estado de indefensión, resulta pertinente el dictado de medidas que tiendan a viabilizar la sustitución a la que alude el doctor Coriolano en su presentación,  ello sin perjuicio de darle la oportunidad al imputado de ejercer su derecho de designar a otro abogado de confianza en sustitución de aquel que, intimado, no constituyó domicilio debidamente, derecho de raigambre constitucional en razón de lo previsto por el art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional y a la luz de lo dispuesto por el art. 8, inc.2, e) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, inc. 3 d) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

 


Conforme lo expuesto, corresponde proceder al  dictado de la norma que en este aspecto se propicia, adicionando una por la que se disponga la necesaria intimación a la defensa en confianza a efectos de que fije domicilio en el radio de La Plata, poniendo consecuentemente en conocimiento del imputado la situación planteada, dándole de este modo la posibilidad de nombrar a otro defensor particular.

 

 
POR ELLO, la Suprema Corte de Justicia en ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 5º del Código Procesal Penal,

RESUELVE:

 
Artículo 1º: Los jueces y/o tribunales de la instancia departamental, deberán  notificar a las partes y a los Tribunales Superiores actuantes (Tribunal de Casación Penal / Suprema Corte de Justicia), cualquier modificación operada  en la causa respecto a la intervención de la defensa técnica  del imputado.

            
Artículo 2º:  En caso de que el imputado sea asistido por la defensa de confianza al momento de la interposición del recurso de casación, éste deberá fijar domicilio dentro del radio del Tribunal de Casación Penal. Si no lo hiciere, se lo intimará para que cumpla dicha carga, bajo apercibimiento de dar intervención a la Defensa Oficial (art. 92 in fine del C.P.P.) y proceder a su sustitución, con la debida notificación al imputado.
  

Artículo 3º: Cuando se interponga alguno de los recursos previstos en el art. 479 del C.P.P. ante esta Suprema Corte de Justicia, la defensa de confianza deberá fijar domicilio dentro del radio de éste  Tribunal. Si no lo hiciere, se intimará al imputado para que se cumpla dicha carga, bajo apercibimiento de dar intervención a la Defensa Oficial (art. 92 in fine del C.P.P.) y proceder a su sustitución.

                
Artículo 4º:  Regístrese, póngase en conocimiento  vía mail de la totalidad de los órganos del fuero penal, comuníquese, publíquese y, oportunamente, archívese. 

Firmado: LUIS ESTEBAN GENOUD, HILDA KOGAN, HECTOR NEGRI, EDUARDO JULIO PETTIGIANI, EDUARDO NESTOR de LAZZARI, DANIEL FERNANDO SORIA. Ante mi: RICARDO MIGUEL ORTIZ (Secretario)

